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I. DISPOSICIONES PUBLICADAS EN GACETA DEL GOBIERNO. 

Gaceta número 85, Sección Segunda, 16 de mayo, 2018 

1.- ACUERDO del Consejo de la Judicatura del Estado de México, de veintiocho de abril de 

dos mil dieciocho, que modifica el diverso del treinta de abril de dos mil trece, por el que se 

establece el mecanismo para la asignación de peritos por parte de la Dirección de Peritos del 

Tribunal Superior de Justicia. 

 

Gaceta número 88, Sección Primera, 21 de mayo, 2018 

2.- ACUERDO sobre el estímulo salarial en remuneraciones mensuales al que podrán acceder 

los presidentes municipales de los ayuntamientos constitucionales del Estado de México en el 

año 2017. 

 

Gaceta número 92, Sección Cuarta, 25 de mayo, 2018 

3.- EDICTO por el que se notifica la destrucción de placas de servicio de transporte público, 

que han sido dadas de baja durante el cuarto trimestre del ejercicio fiscal 2017. 

 

Gaceta número 96, Sección Séptima, 31 de mayo, 2018 

4.- PROGRAMA Estatal y Municipal de Protección de Datos Personales. 

 

II. CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. 

CORTE INTERAMERICANA CELEBRARÁ 124 PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES. 

La Corte llevará a cabo las siguientes audiencias públicas:  

a) Caso Villaseñor Velarde y otros Vs. Guatemala 24 de mayo de 9:00 a 13:00 hs. El caso se 

relaciona con una presunta secuencia prolongada de amenazas, agresiones, hostigamientos e 

intimidación sufridas por María Eugenia Villaseñor Velarde en su calidad de jueza en 

http://legislacion.edomex.gob.mx/sites/legislacion.edomex.gob.mx/files/files/pdf/gct/2018/may162.pdf
http://legislacion.edomex.gob.mx/sites/legislacion.edomex.gob.mx/files/files/pdf/gct/2018/may211.pdf
http://legislacion.edomex.gob.mx/sites/legislacion.edomex.gob.mx/files/files/pdf/gct/2018/may254.pdf
http://legislacion.edomex.gob.mx/sites/legislacion.edomex.gob.mx/files/files/pdf/gct/2018/may317.pdf
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Guatemala. La Comisión señaló que la señora Villaseñor Velarde participó en múltiples 

procesos judiciales entre los años 1991 y 2012, algunos de los cuales habrían tenido impacto a 

nivel nacional e internacional. Según se aduce, a lo largo de los años mencionados, la señora 

Villaseñor habría denunciado a través de diversos medios que fue víctima de: i) allanamientos 

en su domicilio; ii) amenazas de muerte por vía telefónica, mensajes de texto o incluso de 

personas no identificadas fuera de su domicilio; iii) intento de secuestro a su hija, secuestro a 

uno de los agentes policiales que resguardaba su domicilio, golpiza a su hermana y 

fallecimiento de su sobrina producto de una envestida de un automóvil; iv) robos de 

información personal; v) intentos de ingreso a su vehículo, destrucción de llantas y cable 

telefónico, y vi) declaraciones y comunicaciones de personas no identificadas denigrando sobre 

su labor de jueza. La Comisión determinó que lo anterior tuvo lugar en un presunto contexto 

de inseguridad de jueces y juezas en Guatemala, en particular, relacionado con el conocimiento 

de casos de violaciones de derechos humanos cometidos por agentes estatales. Asimismo, la 

Comisión alegó que las denuncias y la información en conocimiento del Estado sobre la 

situación de la señora Villaseñor, no habrían sido investigadas debidamente con la finalidad 

de identificar las fuentes de riesgo, contribuir a erradicarlas, individualizar a los responsables 

e imponer las sanciones correspondientes. La Comisión consideró que esta supuesta situación 

se vio agravada tomando en cuenta la participación de la señora Villaseñor Velarde como jueza, 

en el ejercicio de una función pública, en distintos procesos relacionados con violaciones de 

derechos humanos o delitos patrimoniales presuntamente cometidos por agentes estatales, 

incluyendo agentes militares y policiales. La Comisión sostuvo que la alegada situación de 

impunidad de todos los hechos denunciados es total. Puede conocer más sobre el caso aquí. 

Continuar leyendo: http://www.corteidh.or.cr/docs/comunicados/cp_18_18.pdf 

 

 

 

http://www.corteidh.or.cr/docs/comunicados/cp_18_18.pdf
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III. SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. 

TESIS AISLADAS Y JURISPRUDENCIAS PUBLICADAS EN MAYO Y JUNIO DE DOS 

MIL DIECIOCHO EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 

 

VEINTICINCO DE MAYO DE DOS MIL DIECIOCHO 

Época: Décima Época  

Registro: 2017044  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: III.2o.C.33 K (10a.)  

TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA. EXIGE TRES CUALIDADES ESPECÍFICAS DEL 

JUZGADOR EN EL DESEMPEÑO DE SU FUNCIÓN (FLEXIBILIDAD, SENSIBILIDAD Y 

SEVERIDAD). La tutela jurisdiccional efectiva exige tres cualidades específicas del juzgador 

en el desempeño de su función, a saber: la primera, es la flexibilidad en la etapa previa al juicio, 

conforme a la cual toda traba debida a un aspecto de índole formal o a cualquier otra 

circunstancia que no esté justificada y que ocasione una consecuencia desproporcionada, 

deberá ser removida a efecto de que se dé curso al planteamiento y las partes encuentren una 

solución jurídica a sus problemas. Acorde con esta cualidad, los juzgadores deben distinguir 

entre norma rígida y norma flexible y no supeditar la admisión de demandas o recursos al 

cumplimiento o desahogo de requerimientos intrascendentes, que vulneran la prontitud de la 

justicia y que pueden llegar a ser intentos para evitar el conocimiento de otro asunto. La 

segunda cualidad, es la sensibilidad, la cual se vincula al juicio, desde la admisión de la 

demanda hasta el dictado de la sentencia, donde el juzgador, respetando las formalidades 

esenciales que conforman el debido proceso y sin dejar de ser imparcial, debe comprender, a 

la luz de los hechos de la demanda, qué es lo que quiere el actor, así como qué es lo que al 

respecto expresa el demandado, para fijar correctamente la litis; suplir la queja en los casos que 

proceda hacerlo, ordenar el desahogo oficioso de pruebas cuando ello sea posible y necesario 

para conocer la verdad, evitar vicios que ocasionen la reposición del procedimiento y dictar 

una sentencia con la suficiente motivación y fundamentación; así como pensar en la utilidad 
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del fallo, en sus implicaciones prácticas, esto es, como la mejor solución para resolver la 

conflictiva social. La tercera cualidad es la severidad, vinculada a la de ejecución eficaz de la 

sentencia, pues agotado el proceso, declarado el derecho (concluida la jurisdicción) y 

convertida la sentencia de condena en cosa juzgada, es decir, en una entidad indiscutible, debe 

ser enérgico, si fuera preciso, frente a su eventual contradicción por terceros. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 

Queja 322/2016. Alfonso Ponce Varela y otra. 13 de enero de 2017. Unanimidad de votos. 

Ponente: Gerardo Domínguez. Secretario: Manuel Ayala Reyes. 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación. 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2017043  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Laboral)  

Tesis: VII.2o.T.159 L (10a.)  

TRABAJADORES PENSIONADOS CONFORME A LA LEY DEL SEGURO SOCIAL 

DEROGADA QUE REINGRESAN A LABORAR. TIENEN DERECHO A LA 

DEVOLUCIÓN DE LA TOTALIDAD DE LAS SUBCUENTAS DEL SISTEMA DE 

AHORRO PARA EL RETIRO, APORTADAS CONFORME AL NUEVO MARCO 

JURÍDICO EN QUE COTIZARON, SI NO REÚNEN LOS REQUISITOS PARA OBTENER 

OTRA PENSIÓN. Si un trabajador que goza de una pensión conforme a la Ley del Seguro 

Social derogada, cuya consecuencia es, entre otras, que las subcuentas de cesantía, vejez y cuota 

social y estatal se transfieran al Gobierno Federal para su eventual financiamiento, ingresa 

nuevamente a la actividad productiva y a cotizar ante los institutos y organismos 

correspondientes; al concluir esta nueva fase de su vida laboral activa, procede la entrega o 

devolución del saldo total de la cuenta individual de ahorro para el retiro que haya acumulado 

con motivo del reingreso y haber cotizado conforme a la Ley del Seguro Social vigente, siempre 

que no vaya a ser utilizado para obtener otra pensión, habida cuenta que esta ley, en su artículo 



 

Tribunal de Justicia Administrativa 

Del Estado de México 

 
 

 

7 
 

154, establece que para gozar, por ejemplo, de las prestaciones del seguro de cesantía se 

requiere, además de contar con 60 años o más de edad, que el asegurado tenga reconocidas un 

mínimo de 1,250 cotizaciones semanales ante el Instituto Mexicano del Seguro Social y, de no 

reunirlas, la ley autoriza 2 opciones: a) el retiro del saldo de su cuenta individual en una sola 

exhibición; o, b) seguir cotizando hasta cubrir las semanas necesarias para que opere su 

pensión. Así, cuando opte por la primera hipótesis, el trabajador tendrá derecho a que la Afore 

le devuelva y entregue el saldo total acumulado, que incluye las subcuentas de cesantía, vejez, 

cuota social y estatal, sin que pueda negarse a hacerlo alegando que los recursos deben enviarse 

al Gobierno Federal, pues no pueden ni deben servir para refaccionar la pensión de que ya 

gozaba el trabajador con base en la normativa anterior, en atención a que el financiamiento de 

esta última es distinto, y el régimen pensionario derivado de la Ley del Seguro Social derogada 

no debe confundirse con el que proviene de la legislación vigente, máxime si se considera que 

las pensiones del nuevo régimen son financiadas con todos los recursos que los trabajadores 

acumularon durante su vida laboral en su cuenta individual y, por tanto, se encuentran 

exclusivamente a cargo de los propios asegurados por conducto de su administradora de 

fondos para el retiro. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 

CIRCUITO. 

Amparo directo 367/2017. Mauricio Delfín Reyes. 14 de diciembre de 2017. Unanimidad de 

votos. Ponente: Jorge Sebastián Martínez García. Secretario: Ismael Martínez Reyes. 

Amparo directo 538/2017. Josefina Blanca Jácome Martínez. 23 de marzo de 2018. Unanimidad 

de votos. Ponente: Juan Carlos Moreno Correa. Secretaria: Lucía del Socorro Huerdo Alvarado. 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación. 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2017042  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Administrativa)  
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Tesis: V.3o.P.A.11 A (10a.)  

SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. SU 

PROCEDENCIA NO ESTÁ CONDICIONADA A QUE EL TERCERO RETENEDOR HAYA 

ENTERADO AL FISCO EL MONTO CORRESPONDIENTE. Conforme al artículo 22, primer 

párrafo, del Código Fiscal de la Federación, las autoridades fiscales, de acuerdo con las 

disposiciones aplicables, devolverán las cantidades pagadas por los contribuyentes por 

concepto de contribuciones retenidas a quien se hubiere realizado la retención del impuesto de 

que se trate; además, en términos del párrafo séptimo del mismo numeral, la autoridad tiene 

la facultad de devolver una cantidad menor a la solicitada, derivado de la revisión a la 

documentación aportada. Sin embargo, entre las condicionantes para la procedencia de la 

devolución no se señala que, respecto de la cantidad solicitada por concepto de saldo a favor 

del impuesto correspondiente, deba demostrarse que el retenedor la enteró al fisco federal, 

pues sólo se establece que, en el caso de contribuciones retenidas, la devolución se hará a los 

contribuyentes que los hubiesen enterado, mientras que tratándose de impuestos indirectos, la 

devolución por pago de lo indebido corresponderá a las personas que hubieran pagado el 

impuesto trasladado a quien lo causó, cuando no lo hayan acreditado, por lo cual, quien 

trasladó el impuesto (en forma expresa y por separado o incluido en el precio), no tendrá 

derecho a pedir su devolución. En consecuencia, cuando el contribuyente solicite la devolución 

del impuesto al valor agregado, el fisco federal no podrá negarla a causa de que el tercero 

retenedor no hubiere enterado el monto correspondiente, ya que el derecho del solicitante a 

esa devolución no depende del cumplimiento de obligaciones que no le son imputables pues, 

de considerarlo así, se establecería una carga al contribuyente directo no prevista en la ley. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL 

QUINTO CIRCUITO. 

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 41/2017. 

Administrador Desconcentrado Jurídico de Sonora "2", residente en Ciudad Obregón, Sonora, 

en representación del Secretario de Hacienda y Crédito Público, del Jefe del Servicio de 

Administración Tributaria y de la autoridad demandada. 22 de febrero de 2018. Unanimidad 

de votos. Ponente: Alba Lorenia Galaviz Ramírez. Secretaria: Lydia María lnzunza Castro. 

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 58/2017. 

Administrador Desconcentrado Jurídico de Sonora "2", residente en Ciudad Obregón, Sonora, 

en representación del Secretario de Hacienda y Crédito Público, del Jefe del Servicio de 

Administración Tributaria y de la autoridad demandada. 1 de marzo de 2018. Unanimidad de 

votos. Ponente: Alba Lorenia Galaviz Ramírez. Secretario: Cruz Fidel López Soto. 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación. 

 



 

Tribunal de Justicia Administrativa 

Del Estado de México 

 
 

 

9 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2017034  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: XXVII.1o.5 A (10a.)  

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. EL PLAZO DE PRESCRIPCIÓN 

PARA RECLAMAR LA INDEMNIZACIÓN POR SU ACTIVIDAD IRREGULAR, SE 

INTERRUMPE CON LA IMPUGNACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS QUE 

PRODUJERON LOS DAÑOS PATRIMONIALES, CONFORME AL ARTÍCULO 25 DE LA 

LEY FEDERAL RELATIVA, ANTE LA INEXISTENCIA DE UNA LEY LOCAL. El artículo 

109 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece el derecho a reclamar 

responsabilidad patrimonial al Estado, por los daños que con motivo de su actividad 

administrativa irregular cause a los particulares. Por su parte, el artículo 25 de la Ley Federal 

de Responsabilidad Patrimonial del Estado prevé que los plazos de prescripción del derecho 

para reclamar la indemnización, se interrumpirán al iniciarse el procedimiento en que se 

impugne la legalidad de los actos administrativos que probablemente produjeron los daños o 

perjuicios. Al respecto, se sostiene que, ante la inexistencia de una ley local, la interrupción a 

que alude el artículo 25 señalado se origina tanto por la reclamación directa de la 

responsabilidad, como por las acciones e impugnaciones de legalidad de los actos 

administrativos que produjeron los daños, por ejemplo, cuando se presenta una denuncia o 

querella ante la Fiscalía del Estado, por el proceder de elementos policiacos, sin mayor razón, 

ni con la pretensión de realizar investigaciones de conductas delictivas, aun cuando se 

reconozca que este tipo de responsabilidad no puede surgir con motivo de la investigación de 

delitos. Esta interpretación extensiva se origina de la pasividad del legislador del Estado de 

Quintana Roo, de regular en este aspecto; de otra forma, se anularía el derecho generado con 

la reforma referida, a pesar del mandato expreso contenido en el artículo único transitorio del 

Decreto de catorce de junio de dos mil dos, por el que se estableció que las entidades federativas 

y los Municipios deben expedir las leyes o realizar las modificaciones necesarias para establecer 

el derecho a la indemnización por la responsabilidad patrimonial del Estado. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Amparo directo 212/2017. Conrado López García. 8 de diciembre de 2017. Unanimidad de 

votos. Ponente: Gerardo Dávila Gaona. Secretaria: Karla Luz Eduwiges Luna Rodríguez. 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación. 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2017027  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Laboral)  

Tesis: V.3o.P.A. J/10 (10a.)  

RECTIFICACIÓN DE LAS PENSIONES OTORGADAS POR EL INSTITUTO DE 

SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO DE 

SONORA. LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN REFERIDA NO PUEDE 

CONDICIONARSE AL ENTERO CORRECTO DE LAS CUOTAS RELATIVAS. Los 

artículos 15, 16, inciso A), 18, fracción I, 21, segundo párrafo, inciso A), 68, segundo párrafo y 

73 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado de 

Sonora, así como cuarto transitorio del decreto por el que se reformó ese ordenamiento, 

publicado en el Boletín Oficial del Estado el 29 de junio de 2005, establecen las obligaciones 

inherentes al instituto asegurador, concernientes a la determinación del monto de una pensión, 

en relación con el sueldo del trabajador y las aportaciones conducentes; de ahí que contienen 

el correlativo derecho del pensionado a exigir su exacto cumplimiento, por ser el principal 

interesado en el otorgamiento a su favor de la pensión correcta, pues de ese acto dependerá su 

subsistencia una vez concluida su vida laboral. Así, dichos preceptos sustentan la acción de 

rectificación de las pensiones otorgadas por el organismo mencionado cuando, a criterio del 

pensionado, éstas se determinaron de manera incorrecta o contraria a la ley, verbigracia, 

porque: el patrón omitió enterar las cuotas de seguridad social respecto de la totalidad de los 

conceptos que integraban su sueldo básico integrado, o el instituto asegurador estableció de 

forma inexacta el sueldo regulador ponderado. En ese sentido, el derecho a demandar la 

rectificación de una pensión no puede desconocerse, con base en el argumento relativo a que 

ante la entidad aseguradora el trabajador cotizó, por concepto de pensiones y jubilaciones, de 

manera distinta a la que realmente correspondía, porque los artículos invocados, que regulan 
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lo relativo al tema, no limitan la procedencia de la rectificación del monto de la pensión 

otorgada a que su quántum corresponda al salario que el demandante considera debió 

establecerse para su otorgamiento, máxime que el descuento de la cuota atinente a la 

aportación por concepto de pensiones a la que está obligado el trabajador, por disposición del 

artículo 18 aludido, debe ser descontada por el Estado. Por tanto, la procedencia de la acción 

referida no puede condicionarse al cumplimiento de una obligación ajena al trabajador, como 

lo es el entero correcto de las cuotas relativas. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL 

QUINTO CIRCUITO. 

Amparo directo 284/2017. 8 de marzo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Beatriz Munguía 

Ventura, secretaria de tribunal autorizada por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de 

la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrada, en términos del artículo 

81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el 40, 

fracción V, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta 

la organización y funcionamiento del propio Consejo; y reforma y deroga diversas 

disposiciones de otros acuerdos generales. Secretario: Manuel Horacio Vega Montiel.  

Amparo directo 304/2017. 15 de marzo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Alba Lorenia 

Galaviz Ramírez. Secretaria: Claudia Yuridia Camarillo Medrano.  

Amparo directo 286/2017. 15 de marzo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Beatriz 

Munguía Ventura, secretaria de tribunal autorizada por la Comisión de Carrera Judicial del 

Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrada, en términos 

del artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación 

con el 40, fracción V, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que 

reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo; y reforma y deroga diversas 

disposiciones de otros acuerdos generales. Secretario: Roberto Carlos Arrenquín Pineda.  

Amparo directo 344/2017. 15 de marzo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Beatriz 

Munguía Ventura, secretaria de tribunal autorizada por la Comisión de Carrera Judicial del 

Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrada, en términos 

del artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación 

con el 40, fracción V, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que 

reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo; y reforma y deroga diversas 

disposiciones de otros acuerdos generales. Secretario: Manuel Horacio Vega Montiel.  

Amparo directo 360/2017. 15 de marzo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Beatriz 

Munguía Ventura, secretaria de tribunal autorizada por la Comisión de Carrera Judicial del 

Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrada, en términos 

del artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación 
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con el 40, fracción V, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que 

reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo; y reforma y deroga diversas 

disposiciones de otros acuerdos generales. Secretario: Manuel Horacio Vega Montiel. 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de mayo 

de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2017025  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: I.18o.A.48 A (10a.)  

PRUEBAS OFRECIDAS ANTE EL IMSS MEDIANTE UN ESCRITO ACLARATORIO. 

PUEDEN TOMARSE EN CUENTA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

PORQUE SE OFRECIERON DURANTE LA TRAMITACIÓN DE LA INSTANCIA 

ADMINISTRATIVA Y OBRAN EN EL EXPEDIENTE. A través de la jurisprudencia 2a./J. 

73/2013 (10a.), la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció que el 

principio de litis abierta que rige al juicio contencioso administrativo no implica para el actor 

una nueva oportunidad de ofrecer las pruebas que, conforme a la ley, debió exhibir en el 

procedimiento de origen o en el recurso administrativo procedente, estando en posibilidad 

legal de hacerlo. El supuesto al que se refiere la mencionada jurisprudencia no se actualiza 

cuando, después de haberse emitido la cédula de liquidación, el patrón exhibe pruebas 

mediante un escrito de aclaración, así sea que eventualmente interponga el recurso de 

inconformidad, en razón de que tales pruebas se exhibieron durante la etapa administrativa y, 

por ende, al obrar en el expediente administrativo, la Sala Regional puede tomarlas en 

consideración, sin que sea óbice a lo anterior lo dispuesto por el artículo 39-D de la Ley del 

Seguro Social, en el sentido de que el IMSS podrá aceptar las aclaraciones debidamente 

sustentadas que presente el patrón, siempre que no se haya interpuesto el recurso de 

inconformidad o cualquier otro medio de defensa, pues ello solamente implica que el IMSS ya 

no podrá decidir sobre la aclaración instada, por ser la cédula también materia de un recurso, 

pero de ninguna manera puede interpretarse como, ni constituir una restricción para la 
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jurisdicción de litis abierta que se atribuye a la Sala Regional, de modo que pueda valorar tales 

pruebas en la sentencia, en tanto que fueron exhibidas durante el procedimiento administrativo 

de origen, como tampoco puede ser una restricción para que el propio IMSS las considere al 

resolver el recurso administrativo. 

DÉCIMO OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

PRIMER CIRCUITO. 

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 90/2017. 

Titular de la Jefatura de Servicios Jurídicos de la Delegación Sur de la Ciudad de México del 

Instituto Mexicano del Seguro Social. 7 de noviembre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: 

María Amparo Hernández Chong Cuy. Secretario: Daniel Sánchez Quintana. 

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a/J. 73/2013 (10a.), de título y subtítulo: "JUICIO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL PRINCIPIO DE LITIS ABIERTA QUE LO RIGE, NO 

IMPLICA PARA EL ACTOR UNA NUEVA OPORTUNIDAD DE OFRECER LAS PRUEBAS 

QUE, CONFORME A LA LEY, DEBIÓ EXHIBIR EN EL PROCEDIMIENTO DE ORIGEN O EN 

EL RECURSO ADMINISTRATIVO PROCEDENTE, ESTANDO EN POSIBILIDAD LEGAL DE 

HACERLO [MODIFICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 69/2001 (*)]." citada, aparece 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXII, 

Tomo 1, julio de 2013, página 917. 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación. 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2017022  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 2a. XLIV/2018 (10a.)  

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO PARA LA IMPOSICIÓN DE SANCIONES. CON 

INDEPENDENCIA DE SU DENOMINACIÓN EN SU TRAMITACIÓN DEBE 



14 
 

RESPETARSE EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA. En diversos criterios de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, se ha sostenido que por procedimiento administrativo se 

entiende a aquella secuencia de actos realizados en sede administrativa, concatenados entre sí 

y ordenados a la consecución de un fin determinado, y que tienen tal carácter los actos: i) 

instaurados en forma unilateral por la autoridad administrativa para verificar el cumplimiento 

de los particulares a disposiciones de índole administrativa, en los que se le da al afectado la 

oportunidad de comparecer, rendir pruebas y alegar; ii) que se sustancian a solicitud de parte 

interesada para la obtención de licencias, autorizaciones, permisos, concesiones, etcétera; y, iii) 

que importan cuestión entre partes sujeta a la decisión materialmente jurisdiccional de la 

autoridad administrativa, estos últimos también llamados "procedimientos administrativos 

seguidos en forma de juicio". Ahora bien, con independencia de la denominación o finalidad 

que las leyes les otorguen, se tiene el principio general de que en todo procedimiento 

administrativo debe respetarse el derecho de audiencia previo al dictado de la resolución con 

la que éste concluya, lo que ocurre cuando el probable afectado tiene oportunidad de 

comparecer para rendir pruebas y alegar en su favor en un plazo razonable, a fin de no quedar 

en estado de indefensión; esto aun cuando la norma correspondiente no aluda expresamente a 

etapas de notificación, ofrecimiento y desahogo de pruebas, alegatos y dictado de resolución. 

SEGUNDA SALA 

Amparo directo en revisión 317/2018. Banco Nacional de México, S.A., Integrante del Grupo 

Financiero Banamex. 22 de marzo de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 

Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 

Eduardo Medina Mora I. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Diana Cristina Rangel 

León. 

Amparo directo en revisión 5693/2017. Banco Nacional de México, S.A., Integrante del Grupo 

Financiero Banamex. 18 de abril de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto 

Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina 

Mora I.; votó con reserva José Fernando Franco González Salas. Ausente: Margarita Beatriz 

Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela 

Domínguez. 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación. 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2017009  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
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Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: I.4o.A.110 A (10a.)  

INFORMACIÓN CONTENIDA EN PÁGINAS DE INTERNET. SU VALOR PROBATORIO 

EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. De la interpretación de los 

artículos 88, 197, 210-A y 217 del Código Federal de Procedimientos Civiles, así como 46 de la 

Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, se colige que los datos publicados 

en documentos o páginas situadas en redes informáticas constituyen, presumiblemente y, 

salvo prueba en contrario, un hecho notorio, por formar parte del conocimiento general, y un 

elemento de prueba, en tanto cumplan las exigencias de dichos preceptos, las cuales deben 

considerarse cuando haya objeciones respecto a aspectos puntuales y como referente para 

valorar su fuerza probatoria. Por tanto, la información contenida en una página de Internet 

puede tomarse como prueba plena, cuando haya sido ofrecida en el juicio contencioso 

administrativo federal, o bien, invocada como hecho notorio. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 

CIRCUITO. 

Amparo directo 200/2017. The Institute of Electrical and Electronics Engineers, Inc. 22 de 

febrero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Arturo Medel García. Secretario: 

Luis Alberto Martínez Pérez. 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación. 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2017007  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  
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Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 2a./J. 54/2018 (10a.)  

IGUALDAD O EQUIDAD TRIBUTARIA. LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O 

AGRAVIOS EN LOS QUE SE HAGA VALER LA VIOLACIÓN A DICHOS PRINCIPIOS, 

SON INOPERANTES SI NO SE PROPORCIONA UN TÉRMINO DE COMPARACIÓN 

IDÓNEO PARA DEMOSTRAR QUE LA NORMA IMPUGNADA OTORGA UN TRATO 

DIFERENCIADO. Para llevar a cabo un juicio de igualdad o equidad tributaria es necesario 

contar con un punto de comparación, es decir, con algún parámetro que permita medir a las 

personas, objetos o magnitudes entre las cuales se afirma existe un trato desigual, en razón de 

que el derecho a la igualdad es fundamentalmente instrumental y siempre se predica respecto 

de algo. En ese sentido, la carga argumentativa de proponer el término de comparación implica 

que sea idóneo, pues debe permitir que efectivamente se advierta la existencia de algún aspecto 

homologable, semejante o análogo entre los elementos comparados. Así, de no proporcionarse 

el punto de comparación para medir un trato disímil o que éste no sea idóneo, el concepto de 

violación o agravio en el que se haga valer la violación al principio de igualdad o equidad 

tributaria deviene en inoperante. 

SEGUNDA SALA 

Amparo en revisión 441/2015. Smart & Final del Noroeste, S.A. de C.V. y otra. 5 de octubre de 

2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 

Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó 

en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 

Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 

Amparo en revisión 845/2015. Tiendas Aurrerá, S. de R.L. de C.V. 5 de octubre de 2016. Cinco 

votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 

González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó en contra de 

consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 

Jorge Jiménez Jiménez. 

Amparo en revisión 876/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otras. 25 de 

enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 

Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 

votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez 

Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 

Amparo en revisión 403/2017. Servicios Integrales Merza, S.A. de C.V. 30 de agosto de 2017. 

Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 

González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto 

Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 
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Amparo directo en revisión 4687/2017. Volkswagen de México, S.A. de C.V. 18 de abril de 2018. 

Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 

Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna 

Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Claudia Mendoza 

Polanco. 

Tesis de jurisprudencia 54/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 

sesión privada del nueve de mayo de dos mil dieciocho.  

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de mayo 

de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2017000  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: I.18o.A.46 A (10a.)  

 

DEVOLUCIÓN DE PAGO DE LO INDEBIDO. ES ILEGAL NEGARLA ADUCIENDO QUE 

LA SUMA PAGADA INDEBIDAMENTE FUE ANTES DEDUCIDA POR EL 

CONTRIBUYENTE Y/O QUE POR ELLO LE REPRESENTARÍA UN DOBLE BENEFICIO. 

La devolución de pago de lo indebido constituye un derecho del contribuyente a través del 

cual se reincorporan a su patrimonio las cantidades que indebidamente pagó al fisco, derecho 

cuya efectividad, en términos del artículo 22 del Código Fiscal de la Federación, no está sujeta 

ni limitada a si la cantidad indebidamente pagada fue previamente deducida; de ahí que no 

haya fundamento legal que pueda dar sustento a tal negativa y no sería lícito que el fisco 

retuviera una cantidad que le fue pagada sin existir una obligación para ello, lo que incluso 

puede resultar, inconstitucionalmente confiscatorio. Como tampoco es lícito negar tal 

devolución afirmando que, de acordarla favorablemente, ello representaría un doble beneficio 

fiscal para el contribuyente (el primero, derivado de la deducción autorizada por la ley para 
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efectos del impuesto sobre la renta y, el segundo, derivado de la devolución de esa cantidad, 

previamente deducida, por considerarla como pago de lo indebido), en tanto que las 

deducciones no son un beneficio fiscal ni tienen para el contribuyente un valor real equiparable 

a su valor nominal y, dada su función, hay una importante diferencia contable y fiscal entre 

hacer una deducción y realizar un pago de lo indebido. La deducción es un concepto cuya 

función contable es reducir la base gravable a la que se le aplicará la tasa del impuesto, y no 

uno cuyas cantidades se resten al resultado fiscal o al impuesto a pagar, de modo que afectan 

significativamente diferente al patrimonio del contribuyente. Ahora bien, lo anterior no 

desconoce que el hecho de que ciertos montos pagados indebidamente hayan sido previamente 

deducidos y deban ser, a la postre, devueltos (por haber sido un pago de lo indebido) conduce 

a que, precisamente, por razón de esa circunstancia superveniente, el monto declarado y/o 

enterado del impuesto sobre la renta en aquel ejercicio deba ser ajustado. Sin embargo, la 

necesidad de realizar un ajuste en estos términos, de ninguna manera puede ser obstáculo para 

devolver al contribuyente lo pagado indebidamente, ni justifica que el Estado retenga una 

suma a la que no tenía derecho, siendo que, en todo caso, la autoridad fiscal puede ejercer sus 

facultades de comprobación para verificar, tanto lo relativo al saldo principal, como su 

actualización y, en su caso, accesorios, como lo establece el propio artículo 22 citado. 

DÉCIMO OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

PRIMER CIRCUITO. 

Amparo directo 528/2016. National Material of México, S. de R.L. de C.V. 16 de agosto de 2017. 

Unanimidad de votos. Ponente: María Amparo Hernández Chong Cuy. Secretario: Carlos 

Eduardo Hernández Hernández.  

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 510/2016. 

Secretario de Hacienda y Crédito Público y otras. 16 de agosto de 2017. Unanimidad de votos. 

Ponente: María Amparo Hernández Chong Cuy. Secretario: Carlos Eduardo Hernández 

Hernández. 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación. 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2016992  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
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Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: III.2o.C.24 K (10a.)  

DEMANDA DE AMPARO PROMOVIDA POR MEDIOS ELECTRÓNICOS. EL ÓRGANO 

JURISDICCIONAL, DE OFICIO, DEBE MANDAR EXPEDIR LAS COPIAS DE ÉSTA, 

ATENTO A LAS CIRCUNSTANCIAS PROPIAS DEL SISTEMA DE JUSTICIA EN LÍNEA. 

Conforme al artículo 110 de la Ley de Amparo, el órgano jurisdiccional, de oficio, mandará 

expedir las copias cuando el amparo se promueva por medios electrónicos, atento a las 

circunstancias propias del sistema de justicia en línea, dado que el objetivo es simplificar la 

actuación procesal de los órganos jurisdiccionales y modernizar el sistema de impartición de 

justicia, otorgando validez a las promociones judiciales que se realicen por medios digitales, 

como el correo electrónico y la firma electrónica, con los mismos efectos jurídicos que las 

comunicaciones oficiales y las firmas autógrafas, para un uso más eficiente de los recursos 

públicos asignados a los órganos jurisdiccionales, con la posibilidad de la presentación de la 

demanda las veinticuatro horas los trescientos sesenta y cinco días del año, desde cualquier 

lugar por medio de Internet. Además, se evitan gastos exagerados de papel, pues se generarán 

menores emisiones de gases al evitar el uso de transporte para el traslado de la demanda de 

amparo al órgano jurisdiccional correspondiente, así como un menor consumo de papel pues, 

entre otros aspectos, no se requiere que el acuse de recibo de la demanda de amparo sea 

impreso, sino que basta con que quede constancia electrónica de ello. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 

Queja 191/2017. Dulce Helen Rodarte Alemán. 11 de agosto de 2017. Unanimidad de votos. 

Ponente: Gerardo Domínguez. Secretario: Manuel Ayala Reyes. 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación. 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2016991  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  



20 
 

Materia(s): (Común)  

Tesis: III.2o.C.32 K (10a.)  

DEMANDA DE AMPARO. LA REGLA GENERAL PREVISTA EN LOS ARTÍCULOS 110 Y 

114 DE LA LEY DE LA MATERIA, DE EXHIBIR LAS COPIAS RELATIVAS, PARA SU 

ADMISIÓN, CONSTITUYE UN REQUISITO PROCESAL DE OBSERVANCIA ESTRICTA. 

La regla general de exhibir copias de la demanda de amparo para traslado a las partes en el 

juicio, constituye un requisito procesal de observancia estricta, cuya omisión tiene como 

consecuencia que el órgano del conocimiento prevenga al quejoso para que exhiba copias 

suficientes para traslado a la totalidad de las partes y, si no lo hace así, tendrá por no presentada 

la demanda.  

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 

Queja 191/2017. Dulce Helen Rodarte Alemán. 11 de agosto de 2017. Unanimidad de votos. 

Ponente: Gerardo Domínguez. Secretario: Manuel Ayala Reyes. 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación. 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2016990  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Constitucional, Común)  

Tesis: III.2o.C.31 K (10a.)  

DEMANDA DE AMPARO. LA REGLA GENERAL DE EXHIBIR LAS COPIAS RELATIVAS 

PREVISTA EN LOS ARTÍCULOS 110 Y 114 DE LA LEY DE LA MATERIA, NO 

CONSTITUYE UN OBSTÁCULO PARA CUMPLIR CON EL DERECHO FUNDAMENTAL 

DE TUTELA JURISDICCIONAL. La exhibición de copias de la demanda de amparo para 

traslado a las partes, si bien es un requisito procesal de observancia obligatoria para el quejoso, 

lo cierto es que no constituye un obstáculo para cumplir con el derecho fundamental de tutela 

jurisdiccional contenida en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
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Mexicanos; consecuentemente, la regla general mencionada no puede considerarse sin sentido 

o irracional, ya que tiene como propósito que el juzgador se encuentre en posibilidad de 

cumplir con sus atribuciones dentro del juicio, de una manera correcta y funcional, para 

proporcionar a las partes todos los elementos necesarios para su intervención en éste.  

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 

Queja 191/2017. Dulce Helen Rodarte Alemán. 11 de agosto de 2017. Unanimidad de votos. 

Ponente: Gerardo Domínguez. Secretario: Manuel Ayala Reyes. 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación. 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2016989  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Constitucional, Común)  

Tesis: III.2o.C.28 K (10a.)  

DEMANDA DE AMPARO. LA CARGA PROCESAL DE EXHIBIR LAS COPIAS 

RELATIVAS, PREVISTA EN LOS ARTÍCULOS 110 Y 114 DE LA LEY DE LA MATERIA ES 

PROPORCIONAL. La carga procesal de exhibir copias de la demanda de amparo es 

proporcional porque es una medida legislativa que guarda correspondencia entre el principio 

de legalidad que en todo proceso jurisdiccional debe imperar, y el fin de garantizar los derechos 

de audiencia y defensa de las partes que intervienen en el juicio de amparo; máxime que se 

prevé la manera en que la quejosa pueda subsanar la omisión de acompañar las copias de la 

demanda, dentro de un plazo razonable. De tal forma que, ante la contumacia de aquélla, la 

sanción de tener por no presentada la demanda de amparo, resulta constitucionalmente válida, 

pues el cumplimiento de requisitos procedimentales para acceder a este último, no puede ni 

debe quedar al arbitrio de las partes, pues ello contravendría otro de los principios rectores del 

Estado de derecho, como lo es el de observancia de la ley. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 
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Queja 191/2017. Dulce Helen Rodarte Alemán. 11 de agosto de 2017. Unanimidad de votos. 

Ponente: Gerardo Domínguez. Secretario: Manuel Ayala Reyes. 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación. 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2016988  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Constitucional, Común)  

Tesis: III.2o.C.30 K (10a.)  

DEMANDA DE AMPARO. LA CARGA PROCESAL DE EXHIBIR LAS COPIAS 

RELATIVAS PREVISTA EN LOS ARTÍCULOS 110 Y 114 DE LA LEY DE LA MATERIA, ES 

ADMISIBLE DENTRO DEL ÁMBITO CONSTITUCIONAL. La carga procesal prevista en 

los artículos señalados, es admisible dentro del ámbito constitucional, porque encuentra 

asidero en los derechos de audiencia y defensa previstos en los artículos 14 y 16 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en razón de que la finalidad de dichos 

preceptos es garantizar que en el juicio de amparo las partes tengan a su alcance todos los 

elementos necesarios para asegurar una adecuada defensa de sus intereses, lo que se logra, por 

medio de las copias de la demanda, tanto en la tramitación del expediente principal como en 

la del incidental. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 

Queja 191/2017. Dulce Helen Rodarte Alemán. 11 de agosto de 2017. Unanimidad de votos. 

Ponente: Gerardo Domínguez. Secretario: Manuel Ayala Reyes. 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación. 

 

Época: Décima Época  
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Registro: 2016987  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Constitucional, Común)  

Tesis: III.2o.C.29 K (10a.)  

DEMANDA DE AMPARO. LA CARGA PROCESAL DE EXHIBIR LAS COPIAS 

RELATIVAS, PREVISTA EN LOS ARTÍCULOS 110 Y 114 DE LA LEY DE LA MATERIA, 

CONSTITUYE UNA REGULACIÓN NECESARIA. La carga procesal de exhibir copias de la 

demanda de amparo como lo prevén los artículos citados, constituye una regulación necesaria, 

toda vez que se establece a fin de que las autoridades responsables se impongan de la demanda 

para estar en aptitud de rendir su informe justificado y, en caso de existir terceros interesados, 

puedan hacer valer su defensa legal, además, es idónea, toda vez que a la quejosa se le otorga 

un plazo razonable para hacerlo. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 

Queja 191/2017. Dulce Helen Rodarte Alemán. 11 de agosto de 2017. Unanimidad de votos. 

Ponente: Gerardo Domínguez. Secretario: Manuel Ayala Reyes. 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación. 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2016986  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Constitucional, Común)  
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Tesis: III.2o.C.25 K (10a.)  

DEMANDA DE AMPARO. LA CARGA PROCESAL CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 110 

DE LA LEY DE LA MATERIA, NO TRANSGREDE EL DERECHO DE GRATUIDAD EN LA 

ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA IMPARTIDA POR EL ESTADO. La carga procesal 

contenida en el artículo citado, que se impone a la quejosa de exhibir copias de la demanda de 

amparo para cada una de las partes y para la tramitación del incidente de suspensión, no 

transgrede el derecho de gratuidad en la administración de justicia impartida por el Estado, 

previsto en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues lo 

que implica ese derecho, es que el gobernado no pague directamente a quienes intervienen en 

la administración de justicia, una contraprestación por la actividad jurisdiccional, ya que la 

retribución por la labor de los integrantes de los tribunales debe cubrirse por el Estado. Así, las 

erogaciones derivadas de los actos realizados por las partes para satisfacer las cargas 

procesales, lejos de importar un costo por la administración de justicia, constituyen el importe 

que cada litigante asume cubrir (o no) como necesario durante su intervención en el juicio de 

amparo, a fin de obtener una sentencia favorable a sus intereses; máxime que dicha norma tiene 

un fin constitucionalmente válido, como es, garantizar los derechos de audiencia y defensa de 

las partes en el juicio de amparo. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 

Queja 191/2017. Dulce Helen Rodarte Alemán. 11 de agosto de 2017. Unanimidad de votos. 

Ponente: Gerardo Domínguez. Secretario: Manuel Ayala Reyes. 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación. 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2016985  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Constitucional, Común)  

Tesis: III.2o.C.27 K (10a.)  
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DEMANDA DE AMPARO. EL REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD ESTABLECIDO EN 

LOS ARTÍCULOS 110 Y 114 DE LA LEY DE LA MATERIA, SI BIEN RESTRINGE EL 

DERECHO FUNDAMENTAL DE ACCESO A LA JUSTICIA, ELLO ES RAZONABLE, SI 

BUSCA EL EQUILIBRIO PROCESAL. Al exigir al promovente del amparo que exhiba las 

copias de la demanda para el traslado a las partes, así como para la formación del incidente de 

suspensión en caso de que se solicitara, en términos de los artículos 110 y 114 de la ley de la 

materia, se otorga una oportunidad a la parte quejosa para que dentro de un plazo razonable, 

subsane la omisión advertida y hasta que concluya dicho plazo, de no hacerlo, esto es, de no 

exhibir las copias para el traslado a las partes, se tendrá por no presentada la demanda de 

amparo. En este sentido, si bien los numerales referidos restringen el derecho de acceso a la 

justicia (tener por no presentada la demanda), ello es razonable, toda vez que establecen un 

requisito de procedibilidad en busca del equilibrio procesal y exigir la exhibición de las copias 

porque, de lo contrario, si sólo faltan las relativas para la formación del incidente de 

suspensión, se pospone la apertura hasta su presentación; en consecuencia, es evidente que la 

sanción de tener por no presentada la demanda de amparo, no ocurre de manera automática, 

sino que se otorga un término para cumplir con la falta de su exhibición. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 

Queja 191/2017. Dulce Helen Rodarte Alemán. 11 de agosto de 2017. Unanimidad de votos. 

Ponente: Gerardo Domínguez. Secretario: Manuel Ayala Reyes. 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación. 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2016984  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Constitucional, Común)  

Tesis: III.2o.C.26 K (10a.)  

DEMANDA DE AMPARO. CASO EN QUE ES INNECESARIA LA EXHIBICIÓN DE 

COPIAS PREVISTA EN EL ARTÍCULO 110 DE LA LEY DE LA MATERIA, ATENTO AL 
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DERECHO DE ACCESO EFECTIVO A LA JUSTICIA DE GRUPOS VULNERABLES. El 

artículo citado establece los casos en que el órgano jurisdiccional que conozca de la demanda 

de amparo, expedirá las copias faltantes de ésta y enuncia a los menores, incapaces, 

trabajadores, derechos agrarios de núcleos de población ejidal o comunal, ejidatarios o 

comuneros en lo individual o personas en condiciones de pobreza o marginación, ello con la 

finalidad de lograr dentro de la igualdad sustantiva o de hecho, una paridad de oportunidades 

en el goce, ejercicio real y efectivo de los derechos humanos de todas las personas; de ahí que 

sea innecesaria la exhibición de copias prevista en el artículo 110 de la Ley de Amparo, si el 

propio legislador consideró que dicha exigencia impediría a los integrantes de ciertos grupos 

sociales sujetos a vulnerabilidad gozar y ejercer plenamente su derecho al acceso efectivo a la 

justicia. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 

Queja 191/2017. Dulce Helen Rodarte Alemán. 11 de agosto de 2017. Unanimidad de votos. 

Ponente: Gerardo Domínguez. Secretario: Manuel Ayala Reyes. 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación. 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2016982  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: III.2o.C.23 K (10a.)  

COPIAS DE LA DEMANDA DE AMPARO. SU EXHIBICIÓN PARA SU TRASLADO A 

LAS PARTES, PREVISTA EN LOS ARTÍCULOS 110 Y 114 DE LA LEY DE AMPARO, NO 

CONSTITUYE UN FORMALISMO ABSURDO. La regla general de exhibir copias de la 

demanda de amparo para traslado a cada una de las partes, tiene como propósito que el 

juzgador pueda cumplir con sus atribuciones dentro del juicio relativo, de una manera correcta 

y funcional, a fin de proporcionar a las partes todos los elementos necesarios para su 

intervención en el juicio de amparo, como son, pedir los informes justificados a las autoridades 
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responsables, emplazar al tercero o terceros interesados, dar la intervención correspondiente 

al agente del Ministerio Público y de integrar los cuadernos relativos al incidente de suspensión 

si ésta fue solicitada; de ahí que no constituya un formalismo absurdo. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 

Queja 191/2017. Dulce Helen Rodarte Alemán. 11 de agosto de 2017. Unanimidad de votos. 

Ponente: Gerardo Domínguez. Secretario: Manuel Ayala Reyes. 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de 

la Federación. 

 

IV. DISPOSICIONES FEDERALES. 

PERSPECTIVAS Y RETOS DE LA REFORMA EDUCATIVA. 

Se sentaron las bases para que las nuevas generaciones se preparen para enfrentar los retos de 

un mundo cada vez más competitivo: ESH 

El Coordinador General de Comunicación Social de la Presidencia y Vocero del Gobierno de la 

República, Eduardo Sánchez Hernández, ofreció hoy una conferencia de prensa en conjunto 

con el Secretario de Educación Pública, Otto Granados Roldán, en la que se presentó el balance, 

las perspectivas y los retos de la Reforma Educativa. 

Esta Reforma "ha impulsado una profunda transformación del sistema educativo: desde la 

preparación de los maestros hasta la construcción de infraestructura adecuada": ESH 

Fuente: https://www.gob.mx/presidencia/articulos/perspectivas-y-retos-de-la-reforma-

educativa?idiom=es 

 

 

 

https://www.gob.mx/presidencia/articulos/perspectivas-y-retos-de-la-reforma-educativa?idiom=es
https://www.gob.mx/presidencia/articulos/perspectivas-y-retos-de-la-reforma-educativa?idiom=es
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V. DERECHOS HUMANOS. 

PRESIDE OMBUDSPERSON NACIONAL INSTALACIÓN Y PRIMERA 

SESIÓN ORDINARIA DEL COMITÉ TÉCNICO DEL MECANISMO 

NACIONAL DE PREVENCIÓN DE LA TORTURA 

 

Quedó instalado el Comité Técnico del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura 

(MNPT), y en su Primera Sesión Ordinaria, presidida por el Ombudsperson nacional, Luis Raúl 

González Pérez, quedó establecido que dicho órgano expedirá las bases para el funcionamiento 

y organización del Mecanismo, deberá aprobar su programa de trabajo y los lineamientos para 

la elaboración de los informes, entre otros puntos previstos por la Ley General para Prevenir, 

Investigar y Sancionar la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanas o Degradantes 

(LGPIST). 

En el acto, González Pérez subrayó la importancia de la instalación de ese cuerpo colegiado, 

que abonará al fortalecimiento del MNPT y de las acciones que desarrolla tendentes a prevenir 

la tortura y a erradicar dicho flagelo en nuestro país. 

El Comité Técnico está integrado por Jesús Eduardo Martín Jáuregui, Nancy Pérez García, 

Miguel Sarre Iguíniz, y María Sirvent Bravo Ahuja en su calidad de integrantes de ese órgano, 

y el Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, Luis Raúl González Pérez, 

quien también lo preside. 

Fuente: http://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/Comunicados/2018/Com_2018_147.pdf 

 

 

 

 

http://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/Comunicados/2018/Com_2018_147.pdf
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VI. PUBLICACIÓN DE INTERÉS. 

LA CLABE BANCARIA ESTANDARIZADA ES UN DATO PERSONAL NO SENSIBLE, 

RESUELVE SEGUNDA SALA. 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), al resolver el amparo 

directo 48/2017, promovido por una institución bancaria, determinó que la CLABE Bancaria 

Estandarizada es un dato personal no sensible, y debe recibir ese tratamiento por parte de los 

sujetos obligados en términos de la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión 

de los Particulares. 

La Sala concedió el amparo a la institución bancaria quejosa, que reclamó la sentencia dictada 

en un juicio de nulidad por la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 

derivado del procedimiento de imposición de sanciones que le fue seguido ante el Instituto 

Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, por la 

transferencia de datos personales a un tercero sin el consentimiento expreso del titular, en 

específico, la Clave Bancaria Estandarizada. 

En la sentencia se sostiene que la CLABE tiene la naturaleza de dato personal no sensible en 

términos del artículo 3, fracción V, de la Ley Federal de Protección de Datos Personales en 

Posesión de los Particulares, porque la cifra integrada por los dieciocho dígitos se asigna de 

manera individual al titular de una cuenta bancaria, es única e irrepetible en el sistema 

financiero mexicano y proporciona la certeza de que es a su titular a quien se envía una 

transferencia de fondos, de tal manera que al tratarse de un dato proporcionado para la 

realización de transferencias electrónicas de dinero, está íntimamente relacionado con el 

patrimonio del titular. 

Continuar leyendo: 

http://www.internet2.scjn.gob.mx/red2/comunicados/noticia.asp?id=4722 

 

http://www.internet2.scjn.gob.mx/red2/comunicados/noticia.asp?id=4722
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